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C-110-2019. MINISTERIO DE PLANIFICA-
CIÓN.    ASOCIACIONES SOLIDARISTAS.    CE-
SANTÍA.    RELACIÓN DE EMPLEO CON EL 
ESTADO. FUNCIONARIOS GOBERNANTES. 
FUNCIONES DE DIRECCIÓN.

La señora Ministra de Planificación nos 
consulta si  “¿Debe la Administración trasladar 
el aporte patronal, en favor de servidores y 
servidoras públicas que formen parte de una 
Asociación Solidarista, a pesar de estar excluidas 
del pago del Auxilio de Cesantía de conformidad 
con la “Reforma Procesal Laboral”, Ley 9343?  En 
caso afirmativo, favor aclarar ¿Cuál es la naturaleza 
jurídica del aporte patronal que se traslada a las 
Asociaciones Solidaristas y cuál es su finalidad?”

Ésta Procuraduría, en su dictamen C-110-2019, 
del 25 de abril del 2019, suscrito por Julio César 
Mesén Montoya, Procurador de Hacienda, arribó a 
las siguientes conclusiones:

1.-	 Los supuestos en los cuales un trabajador 
puede afiliarse a una asociación solidarista no 
necesariamente coinciden con aquellos en los 
cuales el Código de Trabajo admite el pago de 
cesantía. 

2.-	 El elemento fundamental para que una persona 
pueda integrarse a una asociación solidarista y, 
por ende, para que proceda el aporte patronal 
a dicha asociación, es que el servidor 
mantenga una relación de empleo con el 
Estado, en los términos de los artículos 5 y 
14 de la Ley de Asociaciones Solidaristas. La 
naturaleza jurídica del aporte patronal y su 
finalidad, en cualquier caso, sigue siendo la 
misma: la de una contribución para constituir 
un fondo destinado al pago de cesantía.

3.-	 La necesidad de que exista una relación 
de empleo para formar parte de una 
asociación  Solidarista  excluye de esa 
posibilidad a los funcionarios gobernantes, 
así como también a los funcionarios que 
están vinculados al Estado por una relación 
de dirección.

4.-	 En el caso del  “presidente o la presidenta y 
los vicepresidentes o las vicepresidentas de 

la República”, “Las diputadas, los diputados, 
los alcaldes municipales, los regidores 
municipales y cualquier otro servidor público 
de elección popular”, “Los ministros o las 
ministras, los viceministros o las viceministras 
y los oficiales mayores”, no existe la posibilidad 
de que las personas que ocupan esos cargos 
se afilien a una asociación  solidarista, por 
tratarse de funcionarios gobernantes, que no 
están ligados al Estado por una relación de 
empleo.

5.-	 “Los magistrados y las magistradas de la 
Corte Suprema de Justicia y del Tribunal 
Supremo de Elecciones, las personas que 
integren el Consejo Superior del Poder 
Judicial y el jefe del Ministerio Público”, “El 
contralor o la contralora y el  subcontralor  o 
la  subcontralora  general de la República, y 
quien ocupe el cargo de regulador general 
de los servicios públicos”, “El defensor o la 
defensora y el defensor adjunto o la defensora 
adjunta de los habitantes”, “La procuradora o 
el procurador general de la República, y la 
persona que ocupe la Procuraduría General 
Adjunta de la República”, y “Quienes ocupen 
la presidencia ejecutiva y la gerencia de las 
instituciones autónomas y semiautónomas”, sí 
podrían integrar una asociación  solidarista, 
pues sí están unidos al Estado por una 
relación de empleo, a la cual es posible 
aplicar una ley especial, como lo es la Ley de 
Asociaciones Solidaristas. 

6.-	 “Las personas que ocupen las juntas 
directivas de las instituciones autónomas y 
semiautónomas, los miembros de las juntas 
de educación y patronatos escolares y, en 
general, todos los miembros directivos de 
juntas, entidades u organismos, dependientes 
o relacionados con los Poderes del Estado”, 
así como “Las personas que, sin relación de 
subordinación, reciban del Estado, de sus 
instituciones u organismos, subvenciones, 
auxilios, honorarios o alguna remuneración 
con otra denominación, por labores de 
cualquier naturaleza”, no podrían integrar una 
asociación  solidarista, pues su vínculo con 
el Estado no podría catalogarse como una 
relación de empleo.


